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Introducción



El Centro de Pensamiento y Seguimiento al Diálogo de Paz de la Universidad Nacional de Colombia quiere aportar a la conmemoración de los 30 años de la Constitución de 1991, a partir de la promoción de un espacio de análisis de su relación con los procesos de paz que se han desarrollado en este mismo periodo y que han dado lugar a muy importantes acuerdos para cerrar los conflictos armados de larga duración surgidos a mediados del siglo XX.


De hecho, la Constitución de 1991 surge en el contexto y como consecuencia de la primera oleada de acuerdos de paz suscritos entre el Estado y los movimientos insurgentes Movimiento 19 de abril (M-19), Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), Ejército Popular de Liberación (EPL) y Quintín Lame, a la cual se sumó en 1994 el proceso de paz con la Corriente de Renovación Socialista, un grupo procedente del Ejército de Liberación Nacional (ELN). Por su parte, el Acuerdo Final de Paz firmado en 2016 entre el gobierno del presidente Santos y la insurgencia de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc), contempla algunas reformas constitucionales dirigidas a adoptar institucionalmente el acuerdo, pero no enuncia como condición de la paz una reforma estructural de la Constitución de 1991. Tampoco se produjo una reforma constitucional con ocasión del diálogo realizado entre el gobierno y los grupos paramilitares en 2005.


Varios analistas consideran que la Constitución de 1991 establece una base sólida para la construcción de la paz. En este periodo se han producido más reformas a la Constitución de 1991, desde contextos ajenos a los procesos de paz, y en muchos casos las contrarreformas se han impuesto con la oposición de importantes sectores de la sociedad. Más aún, pese a que existen voces muy críticas frente a la carta política, ya sea por su relación con el modelo económico, por desaciertos evidentes en algunas materias, o por el déficit de realización de sus promesas, en la sociedad colombiana prevalece una actitud de prudencia frente a la posibilidad de habilitar nuevos procesos de carácter constituyente, por temores fundados a que se produzcan retrocesos en sus contenidos más progresivos, especialmente en materia de derechos humanos, dada la ofensiva de la extrema derecha política en esta dirección.


En muchos sentidos, la Constitución de 1991 y el diálogo de paz han desencadenado los principales escenarios transformadores de la situación estructural del país en la que se enmarca el conflicto armado interno y han aportado los desarrollos más progresivos en términos de derechos humanos y democracia. Pero las relaciones entre estos dos procesos también han sido divergentes, e incluso contradictorias. En ese sentido, la agenda pendiente en estas materias sigue siendo inmensa, y por ello se requiere aportar a un examen crítico, capaz de indagar por la complejidad política que conlleva lograr una paz completa, estable y duradera, y la creación de condiciones que permitan materializar los contenidos más avanzados de la Constitución de 1991.


Con esa perspectiva compartida, el Centro de Pensamiento para el Diálogo de Paz pone en manos de la opinión pública un conjunto de ensayos desde una pluralidad de voces procedentes de la academia y especialistas testigos de excepción de estos procesos, a quienes agradece sus invaluables aportes para un diálogo necesario en un momento trascendental para el futuro del país.


Este análisis es de especial relevancia para las nuevas generaciones, y sobre todo para la juventud colombiana que hoy se lanza a la esfera pública y política a demandar un derecho al futuro, en el contexto de un proceso de paz en curso, de la continuidad de guerras aún pendientes de solución y de una pandemia que ha traído profundo dolor, pero también la conciencia de la necesidad de transformaciones estructurales capaces de crear sistemas de protección de los derechos más esenciales de la población.


En lugar de hacer una reseña de cada trabajo, resulta más útil hacer una mención de las problemáticas que según los autores y autoras deben ser objeto de atención de la sociedad y del sistema político, porque contienen claves para aprender del pasado y buscar nuevos cursos de acción en el camino de consolidar los grandes propósitos que se discuten aquí.


En principio existe un amplio nivel de reconocimiento de la legitimidad que tiene la Constitución de 1991 en la sociedad colombiana, más allá de las controversias consustanciales a todo pacto político y a pesar de la crisis de implementación que le acompaña, especialmente en materia de goce efectivo de los sistemas de derechos allí reconocidos. Juan Fernando Jaramillo solía decir que la Constitución de 1991 constituye una ‘Revolución de los Derechos Humanos’, porque sentó las bases para dejar atrás dos arquetipos de la vida política tradicional. Atrás quedó, al menos nominalmente, la larga herencia autoritaria de la Constitución de 1886, expedida tras la derrota de los proyectos modernizadores de la segunda mitad del siglo XIX. Pero también representó una ruptura del modelo de negociación de las violencias estructurales simbolizado por el Frente Nacional, centrado exclusivamente en satisfacer los intereses de las élites firmantes de los pactos, dejando en segundo plano las aspiraciones y la participación del resto de la sociedad.


La huella de estas dos transformaciones se puede reconocer claramente en el Acuerdo Final de Paz de 2016. En primer lugar, porque allí se reconoce el valor de la Constitución de 1991, pues contribuye a superar la falencia de origen de la Carta Política, que en su momento no logró la inclusión de actores relevantes del conflicto armado en el nuevo sistema político. Del mismo modo, el Acuerdo Final de Paz también está basado en el criterio de promover reformas de carácter progresivo y de beneficio general, frente a complejos problemas no resueltos en la sociedad colombiana. Estas reformas están orientadas a resolver el déficit de acceso a derechos que golpea desproporcionadamente a la sociedad rural, a profundizar las garantías para la participación política en un contexto de pluralismo, cuya pieza emblemática es el Estatuto de la Oposición. El acuerdo también refuerza el derecho a la protesta social como herramienta de manifestación democrática y demanda la transformación de la cultura y la vida institucional a fin de superar lo que algunos autores han llamado el “miedo al pueblo”.


La tradición de los derechos humanos también impregna el Acuerdo Final de Paz, al punto de asegurar el principio de centralidad de los derechos de las víctimas, el cual en el fondo refleja el reconocimiento de los desarrollos de Derechos Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, y el Derecho Penal internacional, incorporados a través de la figura del “Bloque de Constitucionalidad”. La creación del Sistema Integral para la Paz adopta un nuevo modelo de paz sin impunidad que deja atrás una larga tradición colombiana de solución de los conflictos armados basada exclusivamente en el reconocimiento del delito político, la concesión de amnistías a los alzados en armas y el otorgamiento de beneficios de participación política dentro del sistema político que antes combatían. Los derechos a la Verdad, la Justicia, la Reparación y las Garantías de No Repetición ahora forman parte de la propia Constitución Política. Sin embargo, todo esto sería impensable sin la larga lucha de las víctimas por sus derechos, que muchas veces ha transcurrido por medio del sistema de garantías y mecanismos de exigibilidad de los derechos consagrado en la Constitución de 1991.


Esta revolución de los derechos ha sido desafiada permanentemente por problemas fácticos, políticos e institucionales que han limitado su desarrollo, dejando en el papel muchos de sus principios progresivos.


Una de estas limitaciones indica una crisis de implementación asociada a la tradición del Estado colombiano de firmar acuerdos que no se cumplen o se cumplen de forma precaria. La Constitución Política no escapa de esta trampa. A 30 años de su expedición, muchos de los contratos de ciudadanía están pendientes de cumplimiento, y por ello aparecen recurrentemente en las movilizaciones sociales, muchas de las cuales conducen a nuevos acuerdos que por regla general no se cumplen o se cumplen muy parcialmente, dando lugar a un nuevo ciclo de movilizaciones. La expresión extrema de esta tradición se ha manifestado durante el gobierno del presidente Duque con su pretensión de negar y por tanto modificar unilateralmente un Acuerdo de Paz suscrito por el presidente Santos en su calidad de jefe de Estado, refrendado por el Congreso de la República y declarado exequible por el Tribunal Constitucional.


Pero esta tradición de pactar para no cumplir también ha sido un patrón de los desarrollos políticos posteriores a la expedición de la Constitución de 1991, que llevaron al poder a fuerzas políticas inspiradas por la ortodoxia neoliberal y sin mayor compromiso con la fórmula del Estado Social de Derecho. Partidos y coaliciones políticas que se apoyaron en las cláusulas de liberalismo económico también abundantes en el texto constitucional, para actuar como si no hubiesen firmado la Carta Política. El resultado es un país que logra importantes niveles de crecimiento económico a partir de profundizar la concentración económica y la desigualdad social. La máxima de don Fabio Echeverri Correa de “una economía que va bien mientras el país va mal” se profundiza y parece tener más fuerza que la propia Constitución Política.


Esta contradicción ha puesto en tensión al país y ha sobreexigido a las instituciones encargadas de velar por los derechos fundamentales. Más de 8 millones de acciones de tutela interpuestas muestran el nivel de apropiación ciudadana de la Constitución la precariedad del Estado para cumplir con el pacto republicano por los derechos, pero también la eficacia de la respuesta de los jueces, cuya máxima expresión ha sido la declaratoria de varios “estado de cosas inconstitucionales” por parte de la Corte Constitucional ante el incumplimiento generalizado de los pactos de ciudadanía.


Irónicamente, la respuesta de los voceros de la ortodoxia neoliberal durante el gobierno Santos ha sido la de blindar por todos los medios el modelo de injusticia fiscal y social reinante, al punto de promover un Acto Legislativo para reconocer la sostenibilidad fiscal como un “derecho”. Es decir, con la tesis de abandonar definitivamente el modelo del Estado Social de Derecho, y por esta vía romper la columna vertebral de la jurisprudencia progresiva de las cortes de justicia. La idea de jerarquizar la carta de derechos fundamentales a partir de la primacía de la confianza inversionista y una noción regresiva de sostenibilidad fiscal solo indica el precario valor que se concede por la dirigencia tradicional del país a la paz, al principio de la dignidad humana y la participación democrática a los cuales se deben subordinar las fuerzas de la economía privada si se quiere mantener la fórmula de un Estado Social y Democrático de Derecho.


Un segundo orden de limitaciones estructurales de la Constitución de 1991 está determinado por la “coexistencia” obligada con una situación de conflicto armado que radicaliza y masifica las violaciones de los derechos humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, además de propiciar entornos de violencia generalizada en los cuales el Estado de derecho y en general las garantías constitucionales tienden a esfumarse de forma generalizada, especialmente en los territorios rurales de Colombia. La sola mención de un universo de víctimas cercano a 10 millones de personas indica la magnitud de esta crisis y la magnitud de la responsabilidad de diferentes actores frente a estos hechos.


Pero esta situación fáctica muestra un segundo quiebre de la política tradicional frente a la Constitución de 1991, que se expresa en la tendencia a perpetuar respuestas autoritarias basadas en la figura centenaria del Estado de Sitio y no en el respeto profundo de la población civil o la decisión de proteger los territorios desde un enfoque de construcción de Estado como garante y no como parte del problema. La Constitución de 1991 limitó de manera muy importante el uso de los poderes excepcionales, buscando proteger los derechos ciudadanos y las cortes de justicia han actuado de conformidad con este principio.


No obstante, la tendencia a responder a los conflictos armados y a los conflictos sociales desde la visión de Thomas Hobbes, es decir la idea de asegurar el predominio de la fuerza del Estado por cualquier medio y haciendo abstracción de las consecuencias, obsesiona a la derecha política colombiana, y muchas veces a otras fuerzas del espectro político. Desde este punto de vista, el ataque más formidable a la Constitución de 1991 ha sido el proyecto del presidente Álvaro Uribe Vélez, votado por el Congreso de la época, de expedir el llamado Estatuto Antierrorista, bajo la modalidad de una reforma constitucional, para habilitar el uso de las figuras y las limitaciones de las garantías fundamentales propias del antiguo Estado de Sitio en cualquier tiempo, y sin apelar siquiera al requisito de declarar un Estado de Excepción. Esta es la racionalización más profunda del proyecto autoritario, porque ha pretendido ir mucho más atrás que la propia Constitución de 1886, que al menos exigía la declaratoria del Estado de Sitio. Esta pieza legislativa llegó a ser tan arbitraria que ni siquiera se votó atendiendo el reglamento del Congreso, por lo cual fue declarada inexequible por la Corte Constitucional.


Esta tendencia autoritaria tiende a recrearse aún después de la firma del Acuerdo Final de Paz a través de fórmulas contrarias a la Constitución, como la “asistencia militar” para el tratamiento de la protesta social, o las prácticas generalizadas de estigmatización de los manifestantes y la violencia policial, que dejan entrever una institución policial que aún tiene grandes dificultades para entender su mandato de protección en el contexto de una sociedad democrática. En un país con una larga tradición de guerras internas y de violencia generalizada, el Estado democrático debería celebrar y no reprimir la decisión de la juventud de apelar a la movilización social y en general a los escenarios de la democracia, y reconocer sus justos reclamos de inclusión y de participación, y no la de inventar ad infinitum argumentos inspirados en la anacrónica doctrina de la seguridad nacional propia de la Guerra Fría.


En este aspecto, el país debería concentrar sus principales energías en consolidar la paz y en profundizar la democracia, precisamente porque allí residen las principales potencias transformadoras frente a una agenda compleja y extensa de cuestiones aplazadas, y frente a las agendas que demandan los nuevos movimientos sociales desde los pueblos étnicos, las mujeres, las juventudes, los movimientos ambientalistas, entre otros.


En estas cuestiones resulta muy interesante volver la mirada hacia la transición chilena, del mismo modo que los movimientos de las víctimas de Chile miran con admiración los desarrollos de la paz de Colombia.


Chile siempre fue el espejo que la ortodoxia neoliberal ofreció al continente como destino final. Pero la transición de la dictadura a la democracia cualificó progresivamente la esfera política y hoy la democracia, con una movilización social sin precedentes, se enfrenta al modelo económico, demandando una nueva constitución que reconozca las demandas y los derechos de los nuevos movimientos sociales. El resultado emblemático de una movilización social en la que las juventudes ganan el derecho a una profunda reforma política, económica y cultural y la instalación de una Asamblea Constituyente paritaria de amplia participación popular y presidida por una muy importante lideresa indígena son mensajes demasiado elocuentes procedentes de la “meca” latinoamericana del llamado “Consenso de Washington”. Basta recordar que una de las principales propuestas del presidente Piñera era sustraer a Chile del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que obliga a los estados a realizar un proceso de consulta previa con los pueblos étnicos.


La pandemia del covid-19 ha desnudado aún más las falencias de sociedades que han fundado su crecimiento económico en la desprotección social, y, en medio del dolor, ha enseñado que la salud, la investigación científica y la protección social deben estar en la primera línea de las prioridades fundamentales.


Colombia no tiene como prioridad una asamblea constituyente, pero se encuentra en un momento de transición que demanda abrir paso a transformaciones urgentes. El Acuerdo Final de Paz promete una senda importante para cerrar una larga historia de conflictos armados y centra su atención en resolver las profundas brechas sociales que afectan la sociedad rural y en la creación de un sistema robusto de garantías para la participación social y política.


Como en Chile, es posible que un país sin guerra y con mayores garantías para la movilización social y la democracia política se abra el camino que demanda la nueva agenda que se ha manifestado desde los movimientos sociales.


Marco Romero Silva
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1.



Inteligencias y liderazgos en el origen de la Asamblea Nacional Constituyente


Por: Otty Patiño1





Dicen que uno es inteligente después. Es decir que el presente se vive un poco a ciegas, más llevado por las circunstancias y las necesidades del momento. Después se da uno cuenta de lo que hubiese podido hacer mejor. La controversia radica en las ventajas que significa anticipar el presente, mediante planes. Pero los planes, la mayoría, son disueltos por los imprevistos o por la ignorancia. Al respecto, siempre recuerdo la reflexión de un estratega sobre Cristóbal Colón (Queirolo, 2018), hombre fracasado porque no cumplió la promesa de llegar a la India. Descubrió unos territorios que no figuraban en la geografía europea, abrió nuevas perspectivas al incipiente Renacimiento y permitió que España se convirtiera en un Imperio. Pero no cumplió el plan. Los sabios que asesoraban a la reina Isabel y que ya tenían claridad sobre la redondez de la Tierra habían hecho cálculos sobre el tiempo que se demoraría una embarcación en llegar a la India viajando hacia el occidente y le advirtieron sobre el inevitable fracaso de la aventura propuesta por Cristóbal. Los alimentos no les iban a alcanzar para llegar a la meta. Pero Isabel estaba desesperada por la ruina de España y se dejó convencer por la labia de un marinero italiano dispuesto a meterse en tamaña aventura. Como pudo consiguió las embarcaciones y los avituallamientos para ese viaje, se encomendó a Dios y le deseó buena suerte a su protegido.


Lo demás ya lo sabemos, solo que Colón regresó a España de su primer viaje llevando a unos aborígenes para demostrar que había encontrado algo que los sabios de la Corte también ignoraban. Ese algo que, muchos años después, se supo que era un continente cuya fabulosa extensión iba de polo a polo, permitió que a Colón le financiaran otros tres viajes. Pero tampoco encontró la ruta hacia la India. América era una muralla infranqueable para llegar desde Europa a la India viajando de oriente a occidente. Murió sintiéndose fracasado.


De modo que uno no es inteligente ni antes, cuando hace los planes. Ni después, cuando reflexiona sobre los errores del pasado. Ese cuento de que quien no conoce la historia está condenado a repetirla es una buena frase. Porque la historia ni se repite, ni los errores que se cometen son los mismos de antes. Se es inteligente en el presente. O no se es.


Cuando Carlos Pizarro, en 1989, tuvo la inteligente convicción de que la aventura armada que había emprendido el M-19 quince años atrás había llegado a su fin, no sabía cuál era la ruta de la paz. Intuía que esa paz solo era posible confiando en el pueblo y negociando con el Gobierno nacional. De hecho, había buenos y malos antecedentes de negociaciones. La que se había hecho con Turbay Ayala para resolver la toma de la Embajada de República Dominicana había terminado bien. Las negociaciones de paz con Belisario culminaron en dos tragedias: el genocidio de la Unión Patriótica y el holocausto del Palacio de Justicia, hoy todavía agujeros negros en la historia reciente de Colombia.


Unos meses antes del secuestro de Álvaro Gómez Hurtado, uno de los más radicales y connotados dirigentes conservadores, hijo de Laureano Gómez Castro, el líder más importante de los conservadores en el siglo XX, Pizarro había convocado una reunión de emergencia en el resguardo indígena de Mosoco, en el municipio caucano de Páez. Allí se determinó cambiar el rumbo del M-19 con una declaratoria de paz a las Fuerzas Armadas, al tiempo que enfilaba sus baterías contra la oligarquía. Pero, ¿quién diablos era la oligarquía? ¿Los ricos? No. La oligarquía en Colombia era, según el pensamiento del M-19 —herencia del gaitanismo—, el conjunto de las pequeñas élites liberales y conservadoras que dominaban la vida republicana bajo una apariencia democrática. Los mismos que habían empujado a la muerte a millares de campesinos enarbolando el odio de las banderas rojas y azules. Aquellos que después habían pactado luego la repartija del poder cuando pensaron que la guerra de los de abajo había generado el nacimiento de nuevas fuerzas cuyo control era incierto. Como algunas guerrillas liberales que, con el correr del tiempo, se volvieron comunistas. Y también, como el Ejército Nacional, a quien le habían entregado el poder en 1953 y se lo quitaron en 1957 para impedir que naciera una tercera fuerza política.


Fue en cumplimiento de ese mandato de guerra a la oligarquía que se produjo, el 29 de mayo de 1988, el secuestro de Álvaro Gómez Hurtado. Una vez secuestrado Gómez, ¿qué hacer? No se sabía. Pizarro estaba cruzando la Cordillera Central y no tenía comunicación con los captores. Los dirigentes del M-19 en Bogotá, especialmente Vera Grabe y yo, decidimos ganar un poco de tiempo reivindicando la acción a nombre de un inexistente movimiento que bautizamos como “colombianos por la Salvación Nacional”2, mientras que consultábamos con el segundo en la jerarquía, Antonio Navarro, refugiado en el exterior debido a sus discapacidades motoras3 para seguir siendo guerrillero de fusil y monte, quien de inmediato asumió esa responsabilidad orientando el qué no hacer. A Gómez no se le podía juzgar. Estaba el triste y trágico precedente de José Raquel Mercado, y ello no se podía repetir. Tampoco se le podía tener demasiado tiempo cautivo. Navarro era consciente de la precariedad logística de las fuerzas urbanas del M-19, y sabía que era fundamental preservar la vida de Gómez, al tiempo que impedir su rescate. Difícil situación. El equipo de comunicaciones del M-19 en Bogotá organizó entonces una entrevista con Germán Castro Caycedo, donde me tocó reivindicar la autoría del secuestro por el M-194; se planteó como “un acto de fuerza” que ubicaba a Colombia frente al dilema de la paz negociada o de la guerra total. Cuando Pizarro pudo restablecer la comunicación tampoco tenía claro qué hacer. Empezó así una interesante correspondencia con Álvaro Gómez, tratando de encontrar en ese diálogo las claves del enigma. Álvaro Gómez, hombre inteligente y sagaz, sabía que su vida y su libertad dependían de que ese diálogo iluminara la salida del laberinto. En su primera carta, Pizarro le decía:




Usted, en su calidad de prisionero de guerra, y nosotros, usualmente maniatados por la clandestinidad y la marginalidad de la vida guerrillera, tenemos entre manos una empresa que debe resultar exitosa porque de ella depende la paz de Colombia y un futuro de armonía, progreso y bienestar para todos. Ni usted ni nosotros saboreamos la libertad a manos llenas, pero sí tenemos la oportunidad de enrumbar la nación y reconstruir valores rotos en años de violencia fratricida, en una historia larga de injusticias y desengaños (Gómez, 2019, p. 217).





A esta primera carta, Gómez le respondió que él no era un interlocutor válido, ya que no era el oligarca que suponía el M-19. Y descargó toda la responsabilidad del desenlace en Pizarro. Dice Gómez en sus memorias:




Recuerdo haberle dicho que yo no estaba en capacidad de buscar una salida para la situación creada; que no haría nada en defensa de mi propia vida, y que solo a él correspondía desentrañar, de unas circunstancias tan adversas, las posibilidades de una acción política (Gómez, 2019, p. 221).





Pizarro entonces le respondió una segunda carta, explicándole su propuesta al Gobierno sobre una Cumbre Nacional en los siguientes términos:




…Hoy proponemos una Cumbre donde los factores de poder se reúnan a discutir, sin fuego de por medio, qué hacer para salvar a Colombia e intenten, como ustedes lo hicieron en los años 505, un compromiso histórico para salvar la nación (Gómez, 2019, p. 222).





Esta vez la respuesta de Gómez tuvo un tono distinto:




…La historia demuestra que el ejercicio de la violencia tiene su propia dinámica. Compromete paulatinamente, subyuga, aprisiona y no deja salida. Hay que atreverse a detenerla a tiempo. Es posible que un segundo acto de fuerza ya no contenga ninguna significación política…





Palabras más, palabras menos, Gómez le estaba diciendo a Pizarro que el futuro político del M-19 dependía de mantenerlo con vida. No de nuevas acciones violentas. Y que la cumbre propuesta no podía ser convocada por medio de un acto de fuerza. “…Creo que el acto de fuerza no tiene la virtud de convocar. Es demasiado duro, demasiado singular. Puede, inclusive, disuadir, disolver solidaridades…” (Gómez, 2019, p. 223). Pizarro, después de intentos fallidos de entablar unas conversaciones con el gobierno, le escribió una última carta a Gómez con una marcada dosis de pesimismo, pero con una ventana de esperanza:




…Cualquier analista desprevenido podría plantear que las cosas no podrían estar peor. El Gobierno atrincherado y nosotros de paso censurados. Ni cerca de la Cumbre, ni cerca tu libertad, por lo tanto, la paz desahuciada. Pero si escudriñamos, más tranquilamente, los puentes que se han dejado tendidos invitan a recorrerlos, así ellos estén sujetos a una ruta poblada de emboscadas y peligros.





Así fue, por esos puentes empezaron a moverse los más cercanos a Gómez, sus copartidarios primero y después otras fuerzas que vieron en la solución de ese secuestro un inédito camino de paz. Se reunieron en Panamá con Navarro, y bajo la promesa de realizar una Cumbre de Paz en Bogotá con la protección de la Iglesia Católica (que también había facilitado el espacio de la Nunciatura para la reunión de Panamá), se ordenó la liberación de Gómez. El gobierno no asistió, quedó con las manos libres, pero también vacías. Y sobre esa deuda política empezó a buscar una interlocución con el M-19.


Esa búsqueda de interlocución con el M-19 se pudo hacer gracias a las gestiones de Luis Carlos Galán, el hombre del presidente Barco en el Senado de la República y en quien pensaba como su sucesor en la Casa de Nariño; y a Diana Turbay, hija del expresidente Julio César Turbay, en ese momento jefe del Partido Liberal. Galán habló con César Gaviria, ministro de Gobierno, mientras que Turbay dialogó con Barco6. La Consejería de Paz, en ese momento dedicada a la implementación del Plan Nacional de Rehabilitación, estaba en manos de Rafael Pardo.


Luis Carlos Galán, al igual que Pizarro, era un hombre iluminado7. Ambos se sentían predestinados y poseían una formidable fuerza interior y comunicativa que les permitía generar convencimientos y adhesiones sin grandes esfuerzos argumentativos. Llegaron por distintos caminos a la convicción, en 1988, de que la paz negociada era posible en Colombia. A partir de esa epifanía, Galán se puso manos a la obra, desoyendo las advertencias pesimistas de quienes pensaban que, después de los fallidos intentos hechos durante el gobierno de Belisario, el camino de la paz estaba cerrado de manera definitiva.


Turbay, por su parte, era lo contrario. Hombre dotado de una gran inteligencia práctica y un fino sentido de la realidad, se le había visto ascender con astucia y persistencia desde los peldaños más bajos en las jerarquías de su partido hasta llegar a la más alta dignidad política. Ya como presidente de la República le había tocado sortear el periodo de más dura confrontación con el M-19. Años después, en los atribulados tiempos de la paz, durante una conversación que sostuvimos con él, Álvaro Jiménez8 y yo, en su apartamento, dos años antes de su muerte, Turbay nos confesaba:




A mí me hizo la guerra el M-19 a tal punto que un 20 de julio me aventó una granada de mortero que cayó en la sala de ministros. Por fortuna nadie salió herido, yo me estaba alistando para instalar las sesiones del Congreso; supe entonces que esa guerra era en serio. Por ello, cuando el M-19 dijo que estaba dispuesto a hacer la paz, yo les creí y los acompañé en ese proceso.





De hecho, la solución a la toma de la embajada de República Dominicana, realizada por un comando, pudo hacerse de manera incruenta gracias a ese gran sentido práctico de Turbay y a la inteligente comprensión que tuvo Jaime Bateman, en ese momento comandante general del M-19, de que las exigencias realizadas para la liberación de los embajadores no podían ser totalmente cumplidas. Uno de los principales objetivos de esa toma era liberar a los presos que habían sido encarcelados después de la operación en la que se sustrajeron más de cinco mil armas del cantón militar de Usaquén. La arremetida del gobierno fue bestial. Obteniendo información con el uso generalizado de la tortura contra los detenidos, amparada bajo un estatuto que permitía mantener sin amparo judicial a los sospechosos, lograron recuperar la mayoría de las armas y encarcelar a la mayor parte de los miembros de la dirección del M-19.


Jaime Bateman se había jugado los restos en esa operación de la toma de la embajada, cuidadosamente planificada por él mismo, cuyo desarrollo ya ha sido relatado en un libro9 y en muchas entrevistas por Rosemberg Pabón, comandante operativo de la misma (Pabón, 1985). Pero, como dijimos al comienzo, nadie es inteligente antes. Los planes, por más meticulosos que sean, nunca se cumplen plenamente. La realidad siempre es más poderosa y compleja; para descubrir las claves y conducir acertadamente un proceso se necesita un fuerte anclaje en el tiempo presente. Bateman tenía esa escasa cualidad.


Desahuciada la posibilidad de la libertad de los presos, pero habiendo logrado que la operación, en sí misma, desnudase ante el mundo entero la violación sistemática de los derechos humanos por parte del gobierno10 y la legitimidad de la oposición armada, Bateman le dio la orden a Pabón de abandonar la embajada, aceptando las garantías de seguridad para que el comando del M-19 pudiese abandonar el país. Después del desenlace, Turbay pronunció un memorable discurso donde afirmó que la solución había sido posible porque “se trató de un conflicto entre colombianos cuya solución la encontramos poniendo los intereses de la patria por encima de los intereses particulares”.


Avancemos de nuevo hasta 1988. Entre ambos, Turbay y Galán, lograron convencer a Barco de abrir una interlocución con el M-19. Designó a Rafael Pardo, consejero de Paz, encargado del Programa Nacional de Rehabilitación, para iniciar esos diálogos. Quien hizo la intermediación con Pizarro fue el abogado Ramiro Lucio, antiguo militante del M-19, muy amigo de Pizarro desde los tiempos universitarios en la Javeriana, sufrieron juntos la cárcel cuando fueron detenidos por el Ejército Nacional en Bolívar, municipio de Santander, durante una reunión con pobladores de la zona.


Pizarro buscó afanosamente contacto con la dirección de las otras organizaciones guerrilleras11. Pero el EPL había sufrido la pérdida de sus más conspicuos dirigentes, los hermanos Calvo, uno político y el otro militar; el ELN bajo el mando del cura Pérez no entendía para nada qué era eso de una solución negociada. “Vencer o morir” era el duro mantra que los guiaba en sus fantasías y en sus angustias. Las Farc, en cambio, bajo la conducción política de Jacobo Arenas, sí comprendieron la importancia y la oportunidad del momento; Pizarro fue invitado a su campamento central, en la zona de La Uribe, Meta, tradicional retaguardia de esa organización. Hasta allá viajó Pizarro, corriendo con todos los riesgos de los desplazamientos causados en la búsqueda de la unidad guerrillera para hacer una paz negociada. Se pusieron de acuerdo y Jacobo destacó a su hija y a su yerno, Andrés París, para que acompañaran a Pizarro en la gestión de paz con el Gobierno nacional.


El 10 de enero de 1989 se reunieron en el resguardo indígena Totarco-Piedras, municipio de Coyaima, departamento del Tolima. Allí llegaron Rafael Pardo (Pardo, 1990), Reynaldo Gary, Ricardo Santamaría y Eduardo Díaz Uribe de la Consejería de Paz; Diana Turbay, directora del noticiero Criptón con dos camarógrafos y Carlos Alonso Lucio, sobrino de Ramiro, un ‘pelado’ muy brillante que había sido militante de las juventudes galanistas y después del M-19. Al lado de Pizarro estaban Carlos Erazo, comandante del M-19 en el Tolima y Gustavo Petro, quien en ese momento manejaba las relaciones políticas en el departamento. También Andrés París y su compañera, la hija de Jacobo. Además, estaban los miembros de un pequeño comando guerrillero con el que Pizarro se había instalado en una finca cercana a Bogotá.


La declaración conjunta firmada por Pardo y Pizarro le cayó muy mal a Jacobo, quien le dio la orden perentoria a Andrés París y su hija de retornar de inmediato a La Uribe. También sorprendió al conjunto de la militancia del M-19. En su punto 2 decía:




El Gobierno Nacional y el M-19 convocan a un diálogo directo a las direcciones de los partidos políticos con representación parlamentaria y a los comandantes de los grupos guerrilleros de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar para que en él se acuerde un camino hacia la solución política del conflicto de la nación colombiana que tiene que expresarse en un itinerario claro hacia la democracia plena y en un camino cierto hacia la desmovilización guerrillera con todas las garantías necesarias.





En lo que tenía que ver con Jacobo, ¿cómo así que el gobierno y el M-19 eran los convocantes para acordar un camino de paz? Las vanidades del liderazgo y el vanguardismo de las Farc pesaron más que el desafío de una marcha conjunta hacia la paz donde la sana emulación, la convergencia en propósitos comunes y la complementariedad hubiesen sido posibles12. Ese vanguardismo se había visto durante el gobierno de Belisario cuando Jacobo decidió arrancar por su cuenta un proceso exclusivo con las Farc, pese a los acuerdos verbales que antes había realizado con Iván Marino Ospina y Álvaro Fayad.


La mayoría de los miembros de la Dirección Nacional del M-19 no salíamos del estupor con aquello de “un camino cierto hacia la desmovilización guerrillera”. ¿A cambio de qué, carajo? Eso no se anuncia, eso se negocia, pensábamos y lo comentábamos en voz baja, sin entender las razones que habían llevado a Pizarro a firmar tal declaración. Poco a poco nos fuimos convenciendo de que esa declaración era justamente lo que le daba confianza a un proceso cuyo escepticismo tenía que ser vencido de antemano con el compromiso de la desmovilización. Sin ese mínimo de confianza ese proceso era inviable. Además, las armas de la rebeldía no eran negociables, como tampoco lo eran los objetivos políticos del M-19 por una democracia plena. Lo que se iba a negociar, como lo expresó durante un proceso posterior Bernardo Gutiérrez del EPL, eran las condiciones jurídicas y de seguridad para hacer política sin armas.


Nada de lo que pasó en esta reunión del 10 de enero estaba planificado, como lo ha recordado Gustavo Petro. Su desenlace abrió el exitoso proceso de paz con el M-19 y fue producto de la lúcida comprensión de lo que había que hacer en ese momento. Nada podía anticiparse, ni siquiera el paso siguiente, no era posible hacerlo. Rafael Pardo así lo expresó en el libro ya citado: “hablar del pasado es fácil. Como los directores técnicos de los lunes cuando ha pasado el partido” (Pardo, 1990, p. 26). Y es que en un proceso de paz, como en un partido de fútbol, juegan muchos factores. En primer lugar, se trata de una contienda con muchas variables, como el estado físico y anímico de los jugadores y la calidad de los mismos, sus relaciones internas como equipo, el talante frente a las decisiones arbitrales, la oportunidad y justeza de esas decisiones, el estado de la cancha, la conducta del público, los imprevisibles cambios climáticos, la dirección técnica para hacer los planteamientos iniciales y los cambios en el momento oportuno. Y el azar. Como en la guerra. De modo que los análisis posteriores de los técnicos y de los comentaristas deportivos, esa inteligencia posterior que trata de explicar las victorias o las derrotas, es, por lo general, una ficción justificativa y mendaz, aunque sea entretenida y apasionante.
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